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Presentación 



Como hemos intentado hacer con cada una de las instituciones procesales que aparecen en este libro, lo primero que debemos ofrecer a los lectores es el fundamento o justificación de la aparición de esta obra. Porque en el mercado existen muchos y muy buenos manuales de Derecho Procesal Penal, que abordan esta rama del ordenamiento jurídico desde diversos puntos de vista: más teóricos, más prácticos, con formularios, sin ellos... ¿Qué pretende aportar, pues, este nuevo libro? Sencillamente, como su título indica, un tratamiento sistemático y global de los aspectos generales del Derecho Procesal Penal español, aunque, eso sí, con dos características esenciales.

Por un lado, hemos buscado exponer el Derecho que realmente se aplica en los tribunales, que no siempre es el que se encuentra en la Ley de Enjuiciamiento Criminal: en unas ocasiones porque no existe regulación alguna; y, en otras, porque la jurisprudencia del Tribunal Supremo o la doctrina del Tribunal Constitucional han completado, e incluso innovado, lo que resulta de los preceptos legales. Lo que pretendemos, pues, con esta obra es que cualquiera que la lea conozca qué tratamiento real y actual tiene cada institución procesal en la práctica forense, algo que, desafortunadamente, no siempre puede deducirse de la mera lectura de la legislación correspondiente.

Y, por otro lado, hemos intentado componer una obra que, aspirando a ser completa, sea lo suficientemente manejable en su extensión para que no abrume a quien se acerca a esta parte del ordenamiento, especialmente alumnos, investigadores y profesionales (españoles o provenientes de otros países). Incluso pensamos que puede ser un importante elemento de consulta para otros actores del proceso (miembros de la judicatura, fiscales, secretarios judiciales, policía judicial), que suelen estar desprovistos de material accesible y adecuado que facilite su trascendente tarea en la Administración de Justicia. Indudablemente, sobre cada una de las materias que se analizan en el libro se podría haber profundizado mucho más, como demuestran las numerosas monografías que existen al respecto; pero pensamos que quien lea cada capítulo o cada apartado encontrará las claves necesarias para dar respuesta a los principales problemas que se plantean en ellos.

Estos «aspectos generales» son el fruto de muchos años de docencia de la asignatura, impartida en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, bajo el magisterio del profesor DE LA OLIVA SANTOS, a quien tanto debemos los dos autores. También son el resultado de nuestra experiencia profesional desarrollada ante los tribunales. Confiamos, pues, en que, por ambas razones, la obra responda tanto a los intereses de los alumnos como a los de los distintos profesionales del foro. Si además conseguimos contribuir en algo a una mejora de la impartición de la justicia penal en España, nuestro esfuerzo habrá merecido la pena.







El proceso penal. Los procedimientos penales 

Julio Banacloche Palao 




1.  CONCEPTO Y FUNCIÓN DEL PROCESO PENAL

I. El proceso es el instrumento a través del cual se ejerce la función jurisdiccional. O dicho de otro modo: el Derecho objetivo, en sus diversas ramas, se tutela y realiza, en caso de conflicto, no de forma instantánea, sino por medio de un proceso. Pues bien, cuando el conflicto se refiere al contenido propio del Derecho penal, esto es, cuando se ha realizado un hecho que puede ser considerado delito o falta y se pretende declarar y actuar el Derecho en relación con el citado hecho, estamos en el ámbito del proceso penal. En consecuencia, se puede definir el proceso penal como aquella serie o sucesión de actos dirigidos a tutelar y realizar el Derecho penal en un caso concreto.

A diferencia de lo que sucede con otras ramas del Derecho, en las que las normas que integran esa parte del ordenamiento pueden ser aplicadas e interpretadas por los propios sujetos intervinientes en la relación jurídica de que se trate, el Derecho penal es siempre, por su propia naturaleza, conflictivo, y por eso sólo puede ser aplicado e interpretado por los Tribunales. En consecuencia, el proceso adquiere una especial relevancia en este caso, porque es la única manera de que el Derecho penal sea aplicado. Por eso, a los tradicionales aforismos que recogen el principio de legalidad material en el ámbito del Derecho penal (nullum crimen, nulla poena sine lege, recogido en los arts. 1 y 2 CP), hay que añadir otro, el principio de legalidad procesal, que destaca la importancia del proceso en relación con dicha parcela del ordenamiento: nullum crimen, nulla poena sine lege et sine previum processum penale. A esta realidad se refieren el art. 3.1 del CP cuando señala que «no podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por el Juez o Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales»; y el art. 1 LECrim.: «No se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de Leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por Juez competente».

II. A lo anterior se une otra peculiaridad: a diferencia de lo que sucede en otros ámbitos del Derecho sustantivo, en el campo del Derecho Penal la relación jurídico material que da lugar al proceso no coincide con la que termina configurándose en éste. Es decir, mientras que, como regla general, en los procesos civiles quien reclama la tutela ante los Tribunales (o dicho más técnicamente, quien tiene legitimación activa) es aquel sujeto que fue parte en la relación jurídico material que sirve de base a la reclamación (por ejemplo, quien aparece como acreedor en ella), puesto que, precisamente a través del proceso, ese sujeto pretende que sea reconocido y operativo ese derecho subjetivo privado que tiene con carácter previo y que ha sido ignorado o vulnerado por la otra parte, en el proceso penal no sucede así. En muchos ordenamientos, el único que puede promover el proceso y ejercitar la acción penal no es la víctima del delito, sino el Estado, que lo hará por medio de un órgano público (el Ministerio Fiscal); y el único que puede imponer penas es también el Estado, a través de los Tribunales penales.

No existe, pues, un «proceso penal privado», en el que las partes pueden decidir si un hecho delictivo se va a perseguir y castigar o no, o en el que se defiera a un tercero no jurisdiccional la decisión del conflicto. En relación con este punto, es cierto que cada vez son más frecuentes las instituciones y los autores que reclaman la existencia de un sistema de mediación penal que pueda utilizarse en los casos de delitos no graves (la denominada «justicia reparativa o restauradora» frente a la «justicia vindicativa o represiva») (1) . Dicha mediación consistiría en un encuentro entre agresor y víctima delante de un tercero, dirigido a que el primero reconozca el mal causado, sea consciente de las consecuencias de su acción y ofrezca una reparación a la víctima, pudiendo concluir la actuación en un acuerdo entre las partes que se comunicaría a la Fiscalía. Esta mediación no evitaría la imposición de una pena, pero podría dar lugar a su reducción dado que se ha producido una reparación a la víctima. En consecuencia, la mediación penal no constituye propiamente un caso de arbitraje penal, en el sentido de una solución alternativa al proceso, sino que se articula como una modalidad específica dentro del proceso penal.

Pues bien, el que no quepa hablar de un proceso penal privado se debe a que algunos de los que son parte en la relación jurídico material (en concreto, las víctimas, ya sean individuales o colectivas), en definitiva han cedido, por el pacto social, sus derechos al Estado en este campo, para que sea éste quien asuma en régimen de monopolio el uso legítimo de la violencia y, en consecuencia, actúe el Derecho penal en su doble vertiente de acusar y castigar.

Por eso se afirma que la finalidad última del proceso penal, que es el ejercicio del ius puniendi, es decir, del derecho a castigar las conductas socialmente reprochables (que son las calificadas como delitos o faltas), sólo puede ser asumida por los Tribunales; incluso en algunos sistemas, esa posibilidad de castigar está condicionada a que se ejerza previamente el derecho a perseguir los delitos o el derecho a acusar, que también se entrega con carácter exclusivo a órganos del Estado. Con esto se quiere decir que los ciudadanos no tienen un derecho subjetivo público (es decir, frente al Estado) a que se castigue a los delincuentes, mientras que sí lo tienen a que se le pague una deuda o a que se le declare propietario (si es que la deuda se debe o se es realmente propietario); lo más que se les permite es el derecho a iniciar el proceso o a ser parte en el mismo mientras dure (lo que ha denominado por el Tribunal Constitucional recogiendo aportaciones doctrinales: ius ut procedatur, derecho a que se proceda, a instar el inicio de las actuaciones y a ser parte en ellas).

No obstante lo anterior, la doctrina más moderna entiende que el proceso penal no debe convertirse únicamente en un instrumento que permita la punición del culpable, sino también que evite el castigo de un inocente, para lo que debe construirse de modo que se respeten todos los derechos y garantías procesales básicas constitucionalmente reconocidas. Y también el proceso debe ser la vía que facilite el resarcimiento de la víctima, así como que permita la reinserción social del delincuente; para ello sería necesario incorporar diferentes mecanismos (como permitir la presencia de las víctimas en los procesos penales declarativos o de ejecución, o establecer una vista posterior para determinar las formas idóneas de cumplimiento de la pena) que atiendan y satisfagan esas otras finalidades complementarias, pero igualmente relevantes.

2.  PRINCIPIOS INFORMADORES DEL PROCESO PENAL Y SU CONFIGURACIÓN FORMAL

I. Todo proceso debe estar cimentado en los denominados principios jurídico-naturales, sin los cuales no se puede conseguir una resolución que aspire a ser justa, es decir, que se ajuste a la realidad. Estos principios son los de audiencia (que supone que nadie puede ser condenado sin ser oído y vencido en juicio) e igualdad (que implica que todas las partes del proceso deben tener las mismas oportunidades de actuación); y ambos deben estar presentes en el proceso penal.

El principio de audiencia tiene numerosas concreciones en el proceso penal español. Así, el imputado tiene derecho a ser parte en el proceso y a intervenir en las actuaciones desde que se dirige el procedimiento contra él (art. 118 LECrim.); e incluso se prohíbe que el imputado sea enjuiciado en ausencia, al menos en los procesos por delitos que tengan señalada penas de cierta entidad, debiendo suspenderse provisionalmente el procedimiento y archivarse los autos hasta que aquél esté a disposición del Tribunal (arts. 840, 841 y 846 LECrim.).

También el principio de igualdad está presente en los procesos penales, especialmente en la fase de enjuiciamiento. Bien es cierto que existen situaciones de desigualdad en la instrucción (como sucede cuando se decreta el secreto del sumario, que supone que las diligencias practicadas sólo pueden ser conocidas por el Juez y el Ministerio Fiscal, es decir, la parte acusadora: art. 302 LECrim.) (2) , o incluso en la fase intermedia (como acaece en el procedimiento abreviado, donde se decide si se sobresee o si se abre juicio oral con la única opinión de las acusaciones, sin participación ni intervención del imputado: art. 780 LECrim.) (3) , pero son provisionales y no impiden la posterior restauración del equilibrio y la igualdad de armas.

II. En cuanto a los principios jurídico-técnicos, que son los que buscan construir los procesos conforme a criterios de eficacia y de eficiencia (esto es, pretenden alcanzar la resolución del conflicto de la mejor manera posible y al menor coste), el proceso penal ha de organizarse sobre la base del principio de oficialidad, y no del dispositivo, dado que en él se está protegiendo básicamente un interés público, lo que exige un mayor peso del Tribunal y una menor posibilidad de las partes de disponer del objeto del proceso.

Así, a diferencia de lo que sucede en otros procesos construidos sobre la base del principio dispositivo (como el civil, por ejemplo), el proceso penal puede iniciarse de oficio (art. 303 LECrim.), y en él el Juez tiene un amplio margen en materia de investigación y prueba tanto en la fase de instrucción como en la de enjuiciamiento (arts. 311 y 315, y 729.2.º LECrim.). Tradicionalmente, las partes no podían disponer del objeto del proceso, de forma que, una vez iniciado el mismo, sólo podía finalizar por resolución del Tribunal ajustada a la realidad de los hechos, y no a la voluntad de las partes. Sin embargo, el principio de legalidad o necesidad (según el cual los hechos delictivos se persiguen siempre y originan la pena que esté legalmente prevista, conforme a la calificación que resulte la adecuada) se ha visto progresivamente desplazado por el principio de oportunidad, que subordina bien la perseguibilidad de todos los delitos (o sólo algunos: principio de oportunidad reglada), bien su castigo, a la voluntad de quien ejerce la acusación, de forma que cabe un acuerdo (o conformidad, se denomina en nuestro sistema procesal penal) entre acusadores y acusado que resulta vinculante para el Tribunal (4) . De esta forma, con el argumento de aumentar el peso de la contradicción (que es un modo de configurar formalmente un proceso, no un principio constitutivo del mismo, como luego se señalará), el proceso penal se va acercando cada vez más al principio dispositivo (que protege básicamente el interés de las partes) en detrimento del de oficialidad (y, por ende, del interés público y de la obtención de la verdad material).

III. La configuración formal del proceso penal varía en función de cuál sea la fase en que nos encontremos: mientras que en la preliminar aun permanece la estructura básica de la forma inquisitiva (un Juez y un acusador situados a un nivel similar, por encima del imputado, que debe soportar la actuación de aquellos, en esa situación de desequilibrio temporal a la que ya se hizo referencia), en la de enjuiciamiento rige la forma contradictoria (ambas partes situadas en un plano de igualdad). La vigencia del inquisitivo en la instrucción conlleva también el predominio de la escritura en esa fase, con los rasgos que suelen acompañarla (desconcentración de actos, falta de inmediación, secreto de las actuaciones). Por el contrario, el acto del juicio en el proceso penal es oral, lo que a su vez supone inmediación (presencia directa del Juez en las actuaciones), concentración (acumulación de actos en uno solo) y publicidad (posibilidad de acceso de los terceros al acto, lo que aumenta las garantías y la transparencia).

No obstante lo anterior, y como ya se ha indicado anteriormente, la tendencia actual es a incrementar la contradicción también en la fase preliminar o de instrucción. Y por una confusión entre el contenido de la forma contradictoria y el del principio acusatorio, al que después se hará referencia, ese aumento de la contradicción ha terminado traduciéndose en unas limitaciones de las facultades decisorias del órgano de instrucción: por ejemplo, desde 1995, para acordar una medida cautelar restrictiva de la libertad del imputado, no sólo se exige que éste pueda intervenir en una vista contradictoria (la audiencia del art. 505 LECrim.) antes de que dicha medida se acuerde, sino que se requiere además que alguna acusación la pida (es decir, se prohíbe que el Juez pueda ordenarla de oficio), lo que va más allá de lo que impone la forma contradictoria.

3.  SISTEMAS PROCESALES PENALES: ACUSATORIO, INQUISITIVO Y MIXTO

I. Los procesos penales de los primeros tiempos de la civilización se configuraban conforme al principio dispositivo y la forma contradictoria. En la Grecia clásica o en la Roma republicana, el delito y la pena se consideraban, como regla general, algo privado, y eran enjuiciados por un Tribunal (generalmente popular mediante la institución del Jurado) distinto del acusador, a través de un proceso oral y público en el que se enfrentaban las dos partes del conflicto en un plano de igualdad. A este modelo se denomina sistema adversarial o acusatorio puro.

Ya en la época romana imperial y, posteriormente, en el Medievo y en los Estados nacionales y absolutos (hasta el siglo XIX), el Estado asume un papel protagonista en la persecución y castigo de los delitos. Por ello el proceso penal pasa a estar configurado conforme a lo que se ha denominado sistema inquisitivo, en el que rige el principio de oficialidad y la forma inquisitiva, caracterizado por la confusión entre los papeles y funciones de quien acusaba y quien tenía el cometido de juzgar (habitualmente, el acusador público integraba el Tribunal enjuiciador).

II. Tras la Ilustración se promueve una limitación de las facultades discrecionales de los Tribunales (aunque manteniendo un órgano público de acusación) y un mayor aumento de las garantías para los imputados, y se propone la configuración del proceso penal conforme al denominado sistema acusatorio formal o mixto. Este sistema combina la forma inquisitiva, que se mantiene para una fase preliminar de investigación (la instrucción), y la forma contradictoria, que se impone en el momento del enjuiciamiento (de ahí que se denomine mixto). Además, para asegurar la vigencia de los principios jurídico-naturales, se consagran dos nuevos principios de configuración del proceso: el principio del Juez no prevenido, por el cual el Juez que instruye no puede formar parte del Tribunal enjuiciador; y el principio acusatorio, por el cual las funciones de acusar y juzgar deben recaer en órganos diferentes (5) . De esta forma, las tres funciones relevantes de los procesos penales (investigar, acusar, enjuiciar) se atribuyen a sujetos diversos y con ello aumentan las garantías de los imputados.

III. El sistema que rige en el proceso penal español actual es el acusatorio formal o mixto, que fue implantado por la actual Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882. En ella se consagra un proceso dividido en dos fases (preliminar o de instrucción, y decisoria o de enjuiciamiento), atribuidas cada una de ellas a órganos distintos (en su origen, a los Juzgados de Instrucción y a las Audiencias), y con una clara separación entre las funciones de acusar y enjuiciar.

No obstante, hoy se encuentran en cuestión las estructuras básicas sobre las que se asienta el modelo vigente de proceso penal (necesidad, instrucción judicial y vigencia moderada del principio acusatorio), y en ellas se centra todo el debate procesal penal de nuestra época. En primer lugar, se discute si la persecución de los delitos debe continuar rigiéndose por el principio de legalidad o necesidad, o por el contrario, hay que dejar paso al principio de oportunidad o de oportunidad reglada, a los que ya se hizo referencia. Indudablemente, un cambio en esta materia supondría una reformulación del actual estatus jurídico de las acusaciones particulares (es decir, las acusaciones no públicas, las distintas del Ministerio Fiscal).

En segundo lugar, se discute si la instrucción debe continuar en manos de un órgano judicial, o si por el contrario debe encomendarse la dirección de investigación al Ministerio Fiscal, como ha sucedido en la mayor parte de los países europeos y sudamericanos que antaño tenían un Juez instructor (Alemania, Italia, Portugal, Chile, Ecuador, Colombia, Perú) (6) . En este nuevo modelo, construido al modo anglosajón, corresponde al Ministerio Fiscal dirigir la investigación de los delitos hasta poder construir una hipótesis acusatoria que plantear a un Tribunal. Junto a él se contempla un denominado Juez de Garantías, a quien se le atribuye únicamente las facultades de autorizar las medidas solicitadas por el Fiscal que afecten a derechos fundamentales, y practicar la prueba anticipada.

Los partidarios del cambio en el modelo de instrucción esgrimen que así se preservaría mejor la imparcialidad de quien toma importantes decisiones en el proceso, reforzándose el acusatorio en la fase de instrucción [dado que actualmente son los mismos jueces que investigan quienes deciden sobre la adopción de las medidas cautelares e incluso sobre si se abre o no el juicio posterior (7) ]; y también se conseguiría tramitar con mayor rapidez la fase preliminar del procedimiento (porque no tendría que tener la exhaustividad de la instrucción judicial, sino que bastaría con una investigación que fuera suficiente para sostener la hipótesis acusatoria).

Por el contrario, sus detractores ponen de relieve la posible inconstitucionalidad de la medida, puesto que la instrucción implica tomar decisiones jurisdiccionales que sólo pueden ser acordadas por Jueces y Magistrados, dotados de un estatuto de independencia, y no por el Ministerio Fiscal, que está sujeto a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica; el riesgo de impunidad que, para determinados delitos, podría suponer dejar la investigación y la facultad de acusar exclusivamente en manos de la Fiscalía, dada su dependencia del Poder Ejecutivo; o la disminución de las garantías que un sistema de investigación fiscal suele suponer para los imputados (porque dicho sistema tiende a dejar intervenir menos a las defensas en esta fase, y es frecuente que los imputados sean objeto de acusaciones precipitadas o no suficientemente investigadas, lo que les termina suponiendo al menos una pena de banquillo). A los anteriores inconvenientes se añaden también las graves dificultades estructurales (redefinición del papel de las acusaciones particulares en el proceso penal) y coyunturales (necesidad de triplicar la plantilla de Fiscales y dotarle de muchos más medios materiales) que dicha medida supondría.

En todo caso, la introducción de un cambio en el modelo de instrucción necesitaría un replanteamiento global de la configuración actual del proceso penal español, porque en los países en que se atribuye al Fiscal la investigación de los delitos se dan también determinadas circunstancias a la que aquélla va ligada, como el ejercicio de la acción penal por parte del Fiscal con carácter exclusivo o al menos principal (es decir, la inexistencia o subordinación de las acusaciones particulares), la vigencia del principio de oportunidad o al menos de oportunidad reglada, y un estatuto de independencia o al menos de responsabilidad popular del Ministerio Fiscal. Todas esas medidas deberían introducirse también en España si se quiere que el sistema tenga un mínimo de coherencia interna.

Por último, también se discute acerca de los límites del principio acusatorio, tendiendo la jurisprudencia, como ya se indicó anteriormente, a restringir al máximo la posibilidad de que los Jueces puedan desvincularse de lo que se le solicita por las partes acusadoras. Y esto no sólo en relación con el juicio oral, donde rige la forma contradictoria, sino también en la instrucción, donde parece que las posibles reformas pueden ir dirigidas a no permitir al Juez instructor otras actuaciones que las que le sean solicitadas por las partes (al modo de lo que sucede actualmente en relación con las medidas cautelares).

4.  FUENTES DEL DERECHO PROCESAL PENAL ESPAÑOL

I. Como en todas las demás áreas del Derecho Procesal, y dada la vigencia del principio de legalidad al que anteriormente se hizo referencia, la fuente principal del ordenamiento jurídico español es la ley, considerada en sentido amplio. Así, son de directa e inmediata aplicación los preceptos de la Constitución Española que se refieren al proceso penal, especialmente los relativos a los derechos fundamentales recogidos en la Sección Primera del Capítulo II del Título I (art. 15, sobre derecho a la vida y a la integridad física, con prohibición de la tortura, de los malos tratos o de penas inhumanas o degradantes; art. 17, sobre el derecho a la libertad personal, incluyendo los límites de la detención y los derechos del detenido, la prisión provisional y la obligación de implantar un procedimiento de habeas corpus; art. 18, sobre el derecho a la inviolabilidad del domicilio y al secreto de las comunicaciones; art. 25, sobre aplicación del principio de legalidad penal).

De todos ellos tiene especial importancia el art. 24 CE, que en su apartado primero garantiza el derecho a una tutela judicial efectiva prohibiendo la indefensión, y en su apartado segundo constitucionaliza numerosos derechos estrechamente vinculados al proceso penal (derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia, así como el derecho al secreto profesional).

Además, también debe tenerse en cuenta lo dispuesto con carácter general en el Título VI de la Constitución, dedicado a regular el Poder Judicial, y que incluye normas relativas a la gratuidad de la justicia (art. 119), los principios básicos del procedimiento (art. 120), el error judicial (art. 121), la regulación del estatuto de Jueces y Magistrados (art. 122), el Tribunal Supremo (art. 123), el Ministerio Fiscal (art. 124), el Jurado y la acusación popular (art. 125) y la Policía judicial (art. 126).

II. Dentro ya de las fuentes legales en sentido estricto, la regulación del proceso penal español se encuentra fundamentalmente contenida en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que fue aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Como es lógico, a lo largo de estos más de 125 años de vigencia dicho texto ha experimentado numerosas modificaciones, siendo la más importante la realizada por la LO 7/1988, de 28 de diciembre, que introdujo el procedimiento abreviado (a su vez modificado ampliamente por la LO 38/2002, de 24 de octubre).

Además de la LECrim., también contienen normas aplicables al proceso penal la LO 1/1985, de 6 de julio, del Poder Judicial (que recoge disposiciones generales a todo tipo de procesos, también los penales) y otras leyes especiales (como la LO 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, la LO 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de habeas corpus, la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal, entre otras que se irán mencionando en momentos posteriores). También resulta interesante conocer las instrucciones y circulares de la Fiscalía referidas a cuestiones procesales, dado que determinan el proceder del Ministerio Público en relación con las materias de que se trate.

III. Al igual que sucede en relación con el proceso civil, en el ámbito procesal penal la costumbre tampoco es fuente de Derecho, puesto que, aunque pudiera existir una conducta reiterada a modo de uso forense, carecería de la opinio iuris necesaria para poder constituirse en fuente normativa. Por el contrario, los principios generales del Derecho sí son fuente normativa en defecto de ley o de costumbre; aunque hay que decir que muchos de esos principios se encuentran ya incorporados expresamente a algún texto legal y tienen por tanto la fuerza vinculante derivada de esa naturaleza.

Cuestión distinta es la relativa a la importancia que la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de la doctrina del Tribunal Constitucional alcanza en el campo del Derecho Procesal Penal. Existe unanimidad entre la doctrina (y también entre las fuerzas políticas) acerca de la necesidad de redactar una nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal, tal y como se hizo en el año 2000 con la Ley procesal civil. Pero las discrepancias en torno al modelo de instrucción (judicial o fiscal) y al juego de los principios de necesidad y oportunidad han impedido hasta el momento que se aborde la necesaria reforma con el suficiente consenso.

Aplicar una ley en la que la mayoría de sus preceptos han sido elaborados hace más de cien años con demasiada frecuencia implica que se produzcan graves problemas de interpretación y aplicación. Y ello porque, por un lado, los preceptos de la LECrim. hacen constantes referencias a órganos, instituciones o realidades que ya no existen en nuestra sociedad o en nuestro ordenamiento; y, por otro, porque la LECrim. desconoce la importancia de numerosos problemas y situaciones que se plantean en la actualidad, por lo que o bien la regulación que contiene sobre ellos es escasa o inapropiada, o sencillamente no contiene disposición alguna al respecto.

Eso significa que, en esta materia, los Tribunales están supliendo («complementando» diría el art. 1.6 CC, aunque en algunas ocasiones han ido mucho más allá, regulando prácticamente ex novo alguna institución procesal) el déficit legislativo con una habitualidad mucho mayor que en otros ámbitos del Derecho. A tal punto es así que se puede decir que, en relación con muchas cuestiones procesales penales, la LECrim. no contiene respuesta alguna y todo lo que existe es lo que han declarado los Tribunales sobre esas materias. De ahí que a lo largo del libro deba hacerse constante referencia a la jurisprudencia y doctrina de los Tribunales (incluido el Tribunal Constitucional), porque sin ella no se puede conocer de verdad el Derecho procesal penal que se aplica en España.

5.  LOS PROCESOS PENALES ORDINARIOS: PROCEDIMIENTO PARA DELITOS GRAVES, PROCEDIMIENTO ABREVIADO Y JUICIO DE FALTAS

I. Ha sido tradicional clasificar las infracciones penales en tres categorías, atendiendo a su mayor o menor gravedad, y así se habla de crímenes, delitos y faltas (el actual art. 13 CP también habla de delitos graves, menos graves y faltas). En línea con esta clasificación, la LECrim. actual regula tres procedimientos ordinarios distintos: el denominado «ordinario para delitos graves» (que, como su nombre indica, serviría para tramitar los procesos relativos a los tradicionales crímenes, que serían los castigados con más de nueve años de prisión), el «abreviado» (para delitos castigados con pena privativa de libertad no superior a nueve años, o bien castigados con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cualquiera que sea su cuantía o duración: art. 757 LECrim.) y el «juicio de faltas» (para las infracciones más leves, que son las calificadas por el Código Penal como faltas: art. 964 LECrim.).

En su versión original, la LECrim. sólo contemplaba un juicio para delitos (el que ahora se denomina procedimiento ordinario para delitos graves), cuya instrucción se encomendaba a los Jueces de Instrucción y el enjuiciamiento a las Audiencias, con una única posibilidad de recurso, la casación ante el Tribunal Supremo, que no constituía una nueva instancia al estarle vedada al Alto Tribunal la posibilidad de modificar los hechos declarados probados en la sentencia impugnada. Sin embargo, en los años setenta del pasado siglo se vio la necesidad de articular un nuevo procedimiento que enjuiciara de forma rápida determinados delitos que, o bien tenían prevista una pena leve (menos de seis meses), o bien, aunque conllevaran la imposición de una pena de cierta entidad, permitían una instrucción rápida (siempre que no fueran delitos con pena señalada superior a seis años). Nació así el «procedimiento para el enjuiciamiento oral de delitos dolosos, menos graves y flagrantes» (aprobado por la LO 10/1980, de 11 de noviembre), que preveía entre otras cosas que fuera el mismo Juez de Instrucción que realizaba las diligencias de instrucción quien dictara la sentencia de instancia (aunque en el texto legal las «investigaciones» se encomendaban a la Policía judicial, por lo que pudiera parecer que no existía verdadera instrucción). Dicha sentencia era recurrible en apelación ante la Audiencia Provincial.

Pronto se plantearon varias cuestiones de inconstitucionalidad contra esta ley, al entenderse que la confusión de funciones de instrucción y enjuiciamiento vulneraba el principio del Juez no prevenido. El Tribunal Constitucional declaró inconstitucional el precepto que fijaba la competencia, en su STC 145/1988, de 12 de julio, afirmando que dicha norma contrariaba el derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), al no existir en esos procedimientos un enjuiciamiento realizado por Juez imparcial (dado que quien sentenciaba era el mismo que había realizado previamente la instrucción). Ante la laguna legal que se produjo en relación con la tramitación de esos delitos, se aprobó de inmediato una reforma de la LECrim. por la que se introducía el procedimiento penal abreviado (LO 7/1988, de 28 de diciembre) que, con algunas importantes modificaciones introducidas por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, sigue vigente en la actualidad.

II. El procedimiento penal se estructura en dos grandes fases. La primera es la fase de instrucción, de carácter preliminar, denominada sumario en el proceso ordinario y diligencias previas en el abreviado, y que se caracteriza porque en ella, por un lado, se investiga acerca del hecho delictivo y de la persona de su autor, y, por otro, se acuerdan las medidas cautelares personales y reales que resulten necesarias para asegurar la posterior celebración del juicio. La segunda es la fase de enjuiciamiento, denominada juicio oral en ambos procedimientos, en la que un órgano judicial decide sobre una hipótesis acusatoria ya formulada y que termina en una sentencia absolutoria o condenatoria para el acusado.

Entre una fase y otra, la doctrina habla de la existencia de una tercera, denominada fase intermedia, que tiene una doble finalidad: por un lado mirar hacia atrás en el tiempo, analizando la labor desarrollada en la fase de instrucción y solicitando a las acusaciones (también a las defensas en el procedimiento ordinario) su opinión acerca de si se han realizado o no todas las diligencias necesarias para poder formular un pronunciamiento acusatorio; y por otro lado, se mira hacia delante, y se pide a las partes que indiquen si creen procedente abrir el juicio oral (cuando existen suficientes elementos para formular una acusación sólida) o, por el contrario, es preferible sobreseer el proceso (bien de forma definitiva, bien provisional).

En el juicio de faltas no existe propiamente ni fase de instrucción ni fase intermedia, por lo que directamente se pasa de la querella o la denuncia al acto del juicio: eso es lo que ha permitido que pueda ser conocido directamente por los Jueces de Instrucción sin que resulte infringido el principio de Juez no prevenido.

III. Así pues, en la actualidad, el sistema procesal penal español cuenta con tres procedimientos ordinarios distintos que, aunque comparten la estructura básica, difieren en algunos aspectos esenciales. A ellos hay que añadir otros procedimientos especiales, entre los que destacan el que se refiere a los delitos enjuiciados por el Tribunal del Jurado (que se contiene en su ley propia) y el relativo a los delitos cometidos por menores (que también se regula en su ley especial). Y también hay que reseñar la existencia de los denominados «juicios rápidos», a través de los cuales se enjuician determinados delitos menores y faltas siempre que se den determinados presupuestos. A todos ellos se hará referencia en páginas posteriores y serán objeto de un tratamiento particularizado.






	 (1) 

	El sistema de mediación penal está siendo fuertemente apoyado por la Unión Europea para su implantación en los distintos países que la conforman. A la Recomendación R (99) 19 del Comité de Ministros del Consejo de Europa se ha unido la Decisión Marco del Consejo de la Unión Europea de 15 de marzo de 2001 (2001/220/JA), que fijaba un plazo hasta el 22 de marzo de 2006 para que los Estados miembros procuraran «impulsar la mediación en las causas penales para las infracciones que a su juicio se presten a este tipo de medida». En España, dejando al margen la legislación sobre delitos cometidos por menores, no se ha regulado nada relativo a la mediación penal.
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	 (2) 

	Conviene leer a este respecto la Exposición de Motivos de la LECrim., cuyo autor fue el Ministro de Justicia de la época, D. Manuel Alonso Martínez, en la que se justifica esa desigualdad existente al inicio del procedimiento a favor del Estado «para restablecer la igualdad en las condiciones de la lucha», dado que, en ese primer momento, el criminal conoce mejor que el Estado todas las circunstancias de la acción criminal (porque es él quien la ha cometido).
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	 (3) 

	Lo que fue declarado conforme a la Constitución por SSTC 186/1990, de 15 de noviembre y 124/1991, de 3 de junio.
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	 (4) 

	Este es el sistema de negociación (plea bargaining) característico del proceso penal estadounidense. En este proceso el Fiscal, que ejerce la acción penal en régimen de monopolio y responde de sus decisiones ante los ciudadanos (directa o indirectamente), dispone tanto del derecho a perseguir una conducta (aunque esté tipificada legalmente como delito), como del derecho a acusar por ella en un caso concreto. Indudablemente, este modelo de proceso encuentra su fundamento en la economía procesal, pues ahorra numerosos costes financieros a la Administración de Justicia (en Estados Unidos, nueve de cada diez procesos penales terminan en un acuerdo, sin celebración de juicio); ahora bien, asume el coste social que supone saber que en algunos casos se está condenando a personas inocentes (pero que se declaran culpables ante el miedo de ser condenados injustamente en un juicio a una mayor pena), o se está rebajando la pena a sujetos culpables (pero que se declaran como tales con carácter previo para beneficiarse de la imposición de una pena menor a la que le correspondería por el delito cometido).
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	 (5) 

	El contenido del principio acusatorio se ha ido extendiendo por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Así, no sólo se ha entendido que engloba el hecho de que quien acusa no puede juzgar, sino también el consistente en que no se puede acusar a quien no ha sido objeto de acusación penal (STC 67/2008, de 23 de junio), ni por hechos o por delitos distintos a los que han servido de base a la acusación (SSTC 60/2008, de 26 de mayo, 71/2005, de 4 de abril, 228/2002, de 9 de diciembre, entre muchas otras), o que no puede imponerse pena superior a la solicitada por las acusaciones, aunque esté legalmente prevista, y no ya porque no se motive (STC 21/2008, de 31 de enero), sino en todo caso (STC 155/2009, de 25 de junio).
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	 (6) 

	Incluso en nuestra legislación se han ido produciendo avances en el sentido de ir concediendo al Ministerio Fiscal la dirección de la investigación de los delitos. Así, en la reforma de la LECrim. de 1988 que introdujo el procedimiento abreviado, se incorporó un precepto que permitía al Fiscal realizar diligencias de investigación preprocesales de hechos que pudieran ser delictivos. Igualmente, la Disposición final 4.ª de la LO 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, anunciaba que en un futuro próximo se reformarían las leyes procesales penales para establecer «un procedimiento fundado en los principios acusatorio y de contradicción entre las partes, previstos en la Constitución, simplificando asimismo el proceso de investigación para evitar su prolongación excesiva». Y la LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, culmina ese recorrido encomendando las facultades instructorias y de investigación de los delitos cometidos por menores al Ministerio Fiscal (art. 23).
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	 (7) 

	No obstante, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado a este respecto en su STC 174/2001, de 26 de julio, afirmando que el hecho de que un Tribunal dirija la investigación sumarial y ordene de oficio diligencias de investigación no afecta a su imparcialidad, y que sólo se vulnera ésta cuando coinciden en el mismo órgano las funciones de enjuiciamiento y sostenimiento de la acusación. En este sentido, declara que «la posibilidad de que el Juez de Instrucción realice, en la denominada fase previa, una investigación de oficio de hechos que pueden ser constitutivos de delito (es) legal y constitucionalmente posible».
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La competencia de los Tribunales penales 

Jesús Zarzalejos Nieto 




1.  LA JURISDICCIÓN INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES

I. La determinación de la competencia de los Tribunales penales españoles puede exigir, como primer paso, que concretemos si corresponde al Estado español la jurisdicción para el enjuiciamiento del hecho aparentemente delictivo. La premisa de esta regla de atribución de competencia es que el ejercicio de la jurisdicción es una manifestación de la soberanía del Estado. Por esta razón, la potestad jurisdiccional se limita generalmente a los conflictos producidos en el territorio nacional (forum delicti comissi: art. 23.1 LOPJ).

II. Sin embargo, puede suceder que en los hechos delictivos concurra alguna circunstancia —la nacionalidad del responsable o de la víctima, los bienes jurídicos agredidos o la naturaleza del delito— que justifique la extensión de la jurisdicción penal del Estado español fuera de sus fronteras. Excepcionalmente, los Tribunales españoles de la jurisdicción penal pueden juzgar ciertos delitos cometidos fuera del territorio nacional siempre que se den las condiciones reguladas por el art. 23 LOPJ, agrupadas en tres principios:

1.º Principio de nacionalidad o personalidad activa (art. 23.2 LOPJ). Los Tribunales españoles juzgan los delitos cometidos en el extranjero por un ciudadano español o por un extranjero nacionalizado con posterioridad al hecho delictivo, y siempre que: a) el hecho también sea delito en el Estado donde se cometió (principio de doble incriminación), salvo que por Tratado o por decisión de una Organización en la que esté integrada España, no sea exigible este requisito (1) ; b) el agraviado o el Fiscal interponga denuncia o querella; y c) el delincuente no haya sido ya absuelto, indultado o penado en el extranjero (principio non bis in idem) o bien que no hubiera cumplido su condena (si lo hubiera hecho en parte, se le computaría para rebajar la que le impusiera el Tribunal español).

2.º Principio real o de protección (art. 23.3 LOPJ). Los Tribunales españoles podrán juzgar, cualquiera que sea la nacionalidad del autor, determinados delitos cometidos en el extranjero, y tipificados por la ley española, que atenten contra el interés nacional (traición, contra la Corona, rebelión y sedición, falsificaciones, atentados contra autoridades o funcionarios, control de cambios, cometidos por funcionarios españoles y contra la Administración Pública española).

3.º Principio de justicia universal (art. 23.4 LOPJ). Este principio presume la existencia de unos bienes jurídicos universales, cuya protección incumbe a cualquier Estado miembro de la comunidad internacional. La LOPJ permite a los Tribunales españoles perseguir los delitos contra estos bienes jurídicos siempre que estén tipificados por la ley penal española y encajen en los supuestos regulados por el art. 23.4 (genocidio y lesa humanidad, terrorismo, piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves, falsificación de moneda extranjera, prostitución, corrupción de menores, tráfico de drogas, mutilación genital y cualesquiera otros que deba perseguir España en virtud de Tratado internacional). La Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre (2) , ha reformado los presupuestos para la aplicación de este principio, que, sin perjuicio de lo que pudieran disponer los tratados y convenios internacionales suscritos por España, se concretan en los siguientes: a) que «sus presuntos responsables [del delito] se encuentren en España»; o b) que «existen víctimas de nacionalidad española»; o c) que se constate «algún vínculo de conexión relevante con España»; y, además, en todo caso, d) «que en otro país competente o en el seno de un Tribunal internacional no se ha iniciado procedimiento que suponga una investigación y una persecución efectiva, en su caso, de tales hechos punibles» y si se iniciara, el Tribunal español dictará auto de sobreseimiento provisional.

En los supuestos de los apartados 3 y 4 del art. 23 LOPJ, impedirá el enjuiciamiento el hecho de que el denunciado haya sido condenado, absuelto o indultado por los mismos hechos.

2.  LA EXTRADICIÓN PASIVA

I. El procedimiento de extradición pasiva es el que inicia un Estado extranjero para solicitar al Estado español que le entregue a un delincuente bien para juzgarlo, bien para hacerle cumplir la condena que ya se le hubiera impuesto. La extradición es, por tanto, un acto de cooperación entre Estados, que se basa, principalmente, en el principio de reciprocidad. Es decir, el Estado español dispensará al Estado requirente el mismo trato que éste dé a las demandas españolas de extradición.

II. La extradición pasiva tiene un régimen constitucional básico, previsto en el art. 13.3 CE, con tres reglas: 1.ª) el principio de legalidad(«La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley»); 2.ª) el principio de reciprocidad; y 3.ª) la exclusión de los delitos políticos, «no considerándose como tales los actos de terrorismo».

III. El procedimiento de extradición pasiva está regulado por la Ley 4/1985, de 21 de marzo, y sus principales reglas son las siguientes. La competencia objetiva recae en la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (art. 65.4.º LOPJ) y la instrucción del expediente, en los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 88 LOPJ). El procedimiento se inicia a instancia del Estado requirente, que puede remitir la solicitud de extradición por vía diplomática (es decir, al Ministerio de Asuntos Exteriores español) o por comunicación entre los Ministerios de Justicia de ambos países. En caso de urgencia, el Estado requirente puede solicitar la detención preventiva del extraditable (arts. 7 y 8 Ley 4/1985).

Cualquiera que sea la vía por la que comience el procedimiento (diplomática, entre Ministerios de Justicia o por petición urgente de detención), el Ministerio de Justicia tendrá que proponer al Gobierno si procede o no continuar la vía judicial de la extradición (art. 9.3 Ley 4/1985). Se denegará la apertura del procedimiento judicial en los siguientes casos: a) cuando se persigan delitos con pena de prisión o medida de seguridad inferior a un año, o cuando se pretenda el cumplimiento de una condena o medida de seguridad de plazo inferior a cuatro meses, en ambos casos según las leyes española y del Estado requirente (art. 2 Ley 4/1985); b) cuando se pida la extradición de españoles o extranjeros que deban ser juzgados por Tribunales españoles, sin perjuicio de que el Gobierno español, a petición del Estado requirente, inste al Ministerio Fiscal para que proceda judicialmente contra el sospechoso (art. 3 Ley 4/1985); c) cuando se trate de determinados delitos (políticos —no considerándose entre tales los actos de terrorismo—, militares, de prensa y privados), cuando no se den garantías suficientes sobre el trato que vaya a recibir el reclamado (3)  (riesgo de ser condenado a muerte o a penas inhumanas, corporales o degradantes, o de ser juzgado por un Tribunal de excepción), o cuando el extraditable haya extinguido su responsabilidad criminal, exista cosa juzgada sobre los mismos hechos o haya obtenido el asilo político (art. 4 Ley 4/1985); y d) cuando se tema que el Estado requirente quiere juzgar al sospechoso por causas religiosas, políticas, raciales o similares, y cuando sea menor de dieciocho años y resida en España (art. 5 Ley 4/1985).

Si acuerda la continuidad del procedimiento, el Gobierno remitirá la documentación al Juez Central de Instrucción y procederá a detener al reclamado, que será puesto a disposición judicial. En el plazo de veinticuatro horas, se celebrará una comparecencia en la que el reclamado podrá mostrarse conforme con la extradición, y si no hay causas legales que lo impidan, el Juez aceptará la demanda. Si aquél no la consiente, el Juez resolverá lo oportuno sobre la libertad del reclamado y remitirá las actuaciones a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Todas las resoluciones del instructor tendrán la forma de auto, que sólo será impugnable mediante recurso de reforma (art. 12 Ley 4/1985).

La Sala de lo Penal, después de celebrar una vista con el reclamado, con su defensor, el Ministerio Fiscal y el representante del Estado requirente, si éste lo hubiera solicitado, resolverá sobre la demanda de extradición, pudiendo denegarla o concederla mediante auto recurrible únicamente en súplica, que será resuelta por Magistrados distintos de aquellos que emitieron la resolución impugnada (art. 15 Ley 4/1985).

La resolución denegatoria firme es vinculante para el Gobierno (art. 6 I Ley 4/1985). Si la resolución es favorable a la extradición, no será vinculante (art. 18.1 Ley 4/1985) y, en este caso, el Gobierno resolverá en última instancia, pudiendo denegarla, sin recurso alguno, «en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al principio de reciprocidad o a razones de seguridad, orden público o demás intereses esenciales para España» (art. 6 II Ley 4/1985). El reclamado al que no se extradite, no obstante, podrá ser expulsado por aplicación de la legislación sobre extranjeros (art. 18.3 Ley 4/1985). Si el Gobierno concede la extradición, ordenará la entrega del reclamado al Estado requirente, fijando las condiciones de lugar y fecha de la misma (art. 19 Ley 4/1985).

La ley también regula supuestos especiales, como la pluralidad de Estados requirentes de extradición contra la misma persona (art. 16 Ley 4/1985), la extradición en tránsito (art. 20) o la ampliación de la extradición para juzgar a la persona entregada por hechos distintos por los que fue estimada la demanda (principio de especialidad, art. 21 Ley 4/1985).

3.  LA ORDEN EUROPEA DE DETENCIÓN Y ENTREGA

I. Otro instrumento de cooperación internacional con el que España puede facilitar el ejercicio de la función jurisdiccional de otro Estado es el procedimiento de la orden europea de detención y entrega (también llamada «euro orden»). Fue aprobada por la Decisión Marco del Consejo de Ministros de Justicia e Interior de la Unión Europea de 13 de junio de 2002 [modificada por la Decisión Marco 2009/299/JAI del Consejo, de 26 de febrero de 2009 (4) ] y ha sido transpuesta al ordenamiento español por dos leyes, la Orgánica 2/2003, de 14 de marzo, que modifica la LOPJ de 1985 para fijar las competencias judiciales en el nuevo procedimiento; y la ordinaria 3/2003, de 14 de marzo, que establece el régimen jurídico de la «euro orden».

II. La orden europea de detención y entrega pretende crear un espacio europeo de libertad, seguridad y justicia, mediante un procedimiento basado en el reconocimiento automático y recíproco entre Estados miembros de las resoluciones judiciales que reclamen la entrega de una persona para ser juzgada o hacerle cumplir condena por alguno de los delitos identificados por las normas que la regulan. Las características principales de esta «euro orden» son las siguientes: a) sustituye el procedimiento de extradición por un acto de colaboración directa entre órganos judiciales, sin apenas intervención del Poder Ejecutivo; b) no contempla la revisión de la orden judicial emitida por el Tribunal del Estado de emisión, dado que el sistema se basa en la confianza recíproca entre Estados miembros de la Unión Europea sobre sus procesos penales y regímenes de garantías (5) ; c) no se exige la doble incriminación, es decir, que el delito que motive la «euro orden» esté tipificado por la legislación española, bastando con que sea uno de los previstos en la relación de hechos criminales prevista por la Decisión Marco; y d) no contempla la no entrega de nacionales ni la exclusión de delitos políticos, porque éstos están descartados en la Unión Europea.

III. El ámbito objetivo de la orden europea comprende dos grupos de delitos. Por un lado, están los delitos previstos por el art. 9.1 Ley 3/2003, respecto de los cuales no se revisará la doble incriminación, bastando que estén tipificados por el Estado de emisión de la orden y que tengan señalada una pena o medida de seguridad privativa de libertad de duración máxima de, al menos, tres años (6) . Entre tales delitos destacan la asociación ilícita, el terrorismo, el tráfico de drogas y otros de naturalaza ilícita, la trata de seres humanos, la explotación sexual de menores y la pornografía infantil, la corrupción, el homicidio voluntario, el racismo y la xenofobia, algunas falsificaciones, los secuestros y los delitos contra la humanidad.

Un segundo bloque de delitos está formado por aquellos distintos de los anteriores, por los que podrá concederse la entrega siempre que, conforme a la legislación del Estado de emisión, la pena prevista tenga una duración máxima de, al menos, doce meses o la condena por la que sea reclamado consista en una pena o medida de seguridad privativa de libertad no inferior a cuatro meses. En estos casos, el órgano judicial español podrá condicionar la entrega de la persona reclamada a que los hechos que motivan la orden europea estén contemplados por la legislación penal española (art. 9.2 Ley 3/2003).

IV. En cuanto al procedimiento, siempre se tramitará con carácter urgente (art. 19.1 Ley 3/2003). La competencia objetiva para resolver sobre la orden europea corresponde a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (art. 65.4 LOPJ) y la instrucción del expediente, a los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 88 LOPJ) (7) . Recibida la orden de detención y entrega, la persona reclamada será detenida y puesta a disposición judicial. El Juez instructor, después de informar al detenido sobre las causas de su detención (art. 13 Ley 3/2003), convocará una audiencia (8)  en setenta y dos horas, citando al Ministerio Fiscal, al detenido y a su abogado y, si es preciso, a un intérprete (art. 14 Ley 3/2003). Si el detenido muestra su conformidad con la entrega y el Ministerio Fiscal o el Juez no ve objeciones legales a la misma, en diez días se dictará auto irrecurrible ordenando la entrega (arts. 18.1 y 19.2 Ley 3/2003). Si el detenido se muestra disconforme con la entrega, en la misma audiencia se alegará y practicará prueba sobre las causas de denegación o condicionamiento (art. 14.3 y 4 Ley 3/2003). Terminada la audiencia, el Juez instructor elevará las actuaciones a la Sala de lo Penal, que deberá resolver en el plazo de sesenta días desde la detención, prorrogable por otros treinta, mediante auto no recurrible (9)  (arts. 18.2 y 19.3 y 4 Ley 3/2003).

V. En cualquiera de los supuestos anteriores, el Juez deberá resolver en la audiencia, oído el Ministerio Fiscal, si ordena la prisión preventiva o la libertad provisional del detenido (art. 17 Ley 3/2003). El tiempo de estancia en prisión será comunicado al Estado de emisión para que lo abone, en su caso, en el cómputo de la privación de libertad causada por la ejecución de la condena o medida de seguridad (art. 20.5 Ley 3/2003).

VI. La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional acordará la entrega de la persona reclamada, salvo que concurra alguna de las causas de denegación previstas por la Ley 3/2003. La denegación es imperativa en los siguientes casos: a) que el reclamado haya sido condenado por los mismos hechos en un Estado miembro distinto del de emisión de la orden; b) que sea menor de edad penal conforme a la legislación española; c) que haya sido indultado en España por los mismos hechos (art. 12.1 Ley 3/2003).

La denegación es potestativa (art. 12.2 Ley 3/2003) en los siguientes supuestos: a) cuando los hechos sean distintos de los previstos por el art. 9.1 Ley 3/2003, hayan sido cometidos total o parcialmente en España, o fuera del territorio de los Estados miembros y el Estado español no tenga jurisdicción para juzgarlos, o hayan prescrito según la ley española y el Estado español tuviera jurisdicción sobre ellos; b) cuando haya recaído sobreseimiento libre dictado por un Tribunal español sobre los mismos hechos, o resolución judicial definitiva dictada por otro Estado miembro, o sentencia de condena dictada por un Estado no miembro (siempre que hay sido ejecutada o esté ejecutándose o no pueda ejecutarse según las leyes del Estado que la dictó) o exista en España pendiente un procedimiento por los mismos hechos; y c) cuando el reclamado tenga nacionalidad española, salvo que consienta cumplir la condena en el Estado de emisión (en otro caso, la cumplirá en España).

Si la Sala de lo Penal acuerda la entrega, ésta se producirá en el plazo de diez días desde la resolución judicial, plazo prorrogable por otros diez y si la entrega no se produce en este segundo plazo, el reclamado quedará en libertad, sin que esta circunstancia impida aceptar una nueva orden remitida por el Estado de emisión (art. 20.1, 2 y 4 Ley 3/2003).

VII. Si el ciudadano reclamado tiene nacionalidad española, la Sala podrá condicionar la entrega a que cumpla en España la condena que le pudiera ser impuesta (art. 11.2 Ley 3/2003). También podrá la Sala suspender la entrega por «razones humanitarias graves» y hasta que éstas desaparezcan. Igualmente podrá aplazar la entrega en caso de que el reclamado tenga pendiente algún procedimiento en España por hechos distintos a los que motiven la entrega, aunque la Sala podrá autorizar una entrega temporal al Estado de emisión (art. 20 Ley 3/2003).

VIII. Puede suceder que concurran varias solicitudes de detención y entrega contra la misma persona; entonces la Sala de lo Penal resolverá cuál es preferente, pudiendo solicitar un informe a Eurojust (art. 23.1 Ley 3/2003). Si concurrieran una orden europea y una demanda de extradición, será el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Justicia («autoridad central»), el que resuelva a cuál de ellas se debe dar la prioridad (art. 23.2 Ley 3/2003). La ley también regula: a) el supuesto de que el reclamado sea juzgado por hechos anteriores y distintos a los que motivaron la entrega (art. 24 Ley 3/2003, principio de especialidad); b) el tránsito por territorio español de una persona entregada en virtud de una «euro orden» (art. 25 Ley 3/2003); y c) los procedimientos para entregar al Estado de emisión a una persona recibida en España en virtud de extradición (art. 27 Ley 3/2003) o para autorizar la extradición desde el Estado de emisión de la persona entregada por España por una «euro orden» (art. 28 Ley 3/2003).

4.  LA JURISDICCIÓN POR RAZÓN DEL OBJETO

I. La determinación de la competencia internacional de los Tribunales penales conlleva la de su jurisdicción objetiva, pero lo normal es que sea ésta la que deba analizarse en primer lugar. Es decir, en la mayoría de los casos la primer norma competencial que se aplica es la que regula la jurisdicción por razón del objeto. Este tipo de normas atiende a la naturaleza jurídica del conflicto para identificar el orden de la jurisdicción ordinaria al que debe ser atribuido. En el ámbito penal, la extensión de la jurisdicción está sometida a tres clases de límites.

En primer lugar, están los límites objetivos (¿qué juzgan los órganos penales?), que acota las materias atribuidas a los Tribunales españoles del orden penal, que son «las causas y juicios criminales, con excepción de los que correspondan a la jurisdicción militar» (arts. 9.3 LOPJ y 10 LECrim.), es decir, juzgan las responsabilidades derivadas de la comisión de hechos que el Código Penal califica como delitos o faltas. Esta norma de atribución de jurisdicción a favor de los Tribunales penales está protegida, con carácter general, por el deber de todo órgano judicial de revisar de oficio su propia jurisdicción (art. 9.6 LOPJ), y, con carácter especial, por a) el carácter devolutivo que tienen en todo caso las cuestiones prejudiciales penales (art. 10.2 LOPJ), y b) la declaración de preferencia a favor del orden penal frente a cualquier otro orden jurisdiccional (art. 44 LOPJ).

II. En segundo lugar, se encuentran los límites subjetivos (¿a quiénes juzgan los órganos penales?), que tienen como regla general la sumisión de todos los ciudadanos españoles y extranjeros residentes en España a los Tribunales penales españoles. Esta regla, basada en el principio de igualdad (art. 14 CE), tiene excepciones contempladas por la Constitución, como la inviolabilidad absoluta del Rey (art. 56.3 CE), o la relativa de los Diputados y Senadores (art. 71.1) «por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones». Los Estatutos de Autonomía han extendido este privilegio a los parlamentarios autonómicos. Ahora bien, la inviolabilidad parlamentaria no incluye todo acto o pronunciamiento de un parlamentario —ruedas de prensa, artículos, actos electorales—, sino sólo aquellos en los que está desempeñando oficialmente su función representativa (10) . Igualmente, los Magistrados del Tribunal Constitucional son inviolables por las manifestaciones emitidas en el ejercicio de sus funciones (art. 22 Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre) (11) .

Existen también otros privilegios que condicionan el ejercicio de la jurisdicción penal, en consideración a la función pública que desarrolla el sospechoso, como: a) la inmunidad parlamentaria [art. 71.2 CE (12) ], en virtud de la cual, los Diputados y Senadores «sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito» y «no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva» [esta autorización se denomina suplicatorio (13) ]; y b) la iniciativa del pleno del Congreso (a propuesta de la cuarta parte de los diputados y aprobada por mayoría absoluta) para acusar al presidente del Gobierno o a cualquiera de sus miembros por delitos de traición o contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus funciones (art. 102.1 CE).

Por otro lado, determinadas autoridades extranjeras gozan también de inmunidad de jurisdicción y ejecución ante los Tribunales españoles (art. 21.2 LOPJ), como jefes de Estado y de Gobierno y representantes diplomáticos y consulares (14) , así como integrantes de organizaciones internacionales a las que pertenece España (Naciones Unidas, OTAN, Consejo de Europa).

III. En tercer y último lugar, los límites territoriales se resumen en el llamado principio de territorialidad, por el que los Tribunales penales españoles conocen «las causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte» (art. 23.1 LOPJ), con las matizaciones que ya se indicaron al tratar la competencia internacional.

IV. Puede suceder que la Administración o la jurisdicción militar reclame a un Tribunal de la jurisdicción penal ordinaria el conocimiento de un asunto que ésta esté investigando o juzgando, o a la inversa (conflicto positivo). Pero también cabe que ninguna de las jurisdicciones quiera asumir el asunto (conflicto negativo). En uno y otro caso, se produce un conflicto de jurisdicción, previsto por los arts. 38 a 40 LOPJ y por la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos de Jurisdicción. La decisión final corresponde a un órgano colegiado formado siempre por el Presidente del Tribunal Supremo y, además: 1.º cuando enfrente a la Administración con la jurisdicción ordinaria, por dos Magistrados de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo y tres Consejeros permanentes de Estado; 2.º cuando enfrente a la jurisdicción militar con la jurisdicción penal, por dos Magistrados de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo y otros dos Magistrados de su Sala Segunda.

V. También es posible que pueda suscitarse una disputa positiva o negativa entre un Tribunal penal y un Tribunal de otro orden de la jurisdicción ordinaria. En este caso nos hallamos ante un conflicto de competencia (arts. 42 a 50 LOPJ), que resolverá una Sala especial del Tribunal Supremo, integrada por su Presidente y por dos Magistrados, uno de la Sala de lo Penal y otro, de la Sala correspondiente al orden jurisdiccional enfrentado. Estos conflictos tienen la limitación establecida por el art. 44 LOPJ que dispone que «el orden jurisdiccional penal es siempre preferente. Ningún Juez o Tribunal podrá plantear conflicto de competencia a los órganos de dicho orden jurisdiccional».

5.  LA ORGANIZACIÓN DE LA JURISDICCIÓN PENAL ESPAÑOLA

La jurisdicción penal está integrada por una gran diversidad de Tribunales, que vamos a exponer citando, en primer lugar, los órganos unipersonales y colegiados con competencia territorial limitada, y a continuación los que componen la Audiencia Nacional, refiriéndonos en último lugar los órganos penales del Tribunal Supremo.

5.1.  Órganos penales de competencia territorial limitada

I. Los órganos unipersonales (servidos por un solo Juez o Magistrado) con competencia territorial limitada son los siguientes:

a)Juzgados de Paz. Su titular no pertenece a la Carrera Judicial, no precisa tener la licenciatura en Derecho y es elegido por el pleno del Ayuntamiento correspondiente, aunque su nombramiento corresponde al Tribunal Superior de Justicia. Ejercen en un municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción (arts. 99 a 103 LOPJ).

b)Juzgados de Instrucción, o de Primera Instancia e Instrucción (estos últimos denominados mixtos). Su competencia territorial se extiende al partido judicial y tendrán la sede en su capital (art. 84 LOP).

c)Juzgados de Violencia sobre la Mujer. Su ámbito territorial es el partido judicial, aunque es posible que abarque más de uno (art. 87 bis LOPJ).

d)Juzgados de lo Penal. Su ámbito territorial es el de la provincia, pero podrá ser limitado a uno o varios partidos judiciales (art. 89 bis 1 LOPJ).

e)Juzgados de Vigilancia Penitenciaria. Con carácter general extienden su competencia a la provincia, pero puede ser ampliada a dos o más provincias de una misma Comunidad Autónoma o inferior al ámbito provincial (art. 94.1-3 LOPJ).

f)Juzgados de Menores. Su extensión territorial es similar a la de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria (art. 96.1 LOPJ).

II. Los órganos colegiados (compuestos por varios Magistrados, tres o cinco, en el caso de los Tribunales profesionales) con competencia territorial limitada son los siguientes:

a)Audiencias Provinciales. Extienden su competencia al ámbito de la provincia (15) . Están integradas por secciones, que son los órganos que ejercen la potestad jurisdiccional y que excepcionalmente pueden tener su sede fuera de la capital de la provincia (art. 82.1-2 LOPJ).

b)Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia. El TSJ culmina la organización judicial en la comunidad autónoma y extiende su jurisdicción al ámbito territorial de la misma (arts. 70 y 71 LOPJ).

c)Tribunal del Jurado. Se constituye en el ámbito de la Audiencia Provincial, pero, excepcionalmente, podrá funcionar como órgano de ámbito superior cuando juzgue a personas aforadas (art. 1.3 Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo).

5.2.  La Audiencia Nacional

La Audiencia Nacional es un conjunto de Tribunales unipersonales y colegiados, integrados en los órdenes penal, social y contencioso-administrativo, que extienden su jurisdicción a todo el territorio nacional (arts. 62 y 64 LOPJ). En el ámbito penal, sus Tribunales son los siguientes:

a) Los órganos unipersonales penales de la Audiencia Nacional son los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 88 LOPJ), los Juzgados Centrales de lo Penal (art. 89 bis 3 LOPJ), los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria (art. 94.4 LOPJ) y los Juzgados Centrales de Menores (art. 96.2 LOPJ).

b) Los órganos colegiados penales de la Audiencia Provincial son la Sala de lo Penal, integrada actualmente por cuatro Secciones (art. 65 LOPJ), y la Sala de Apelación (art. 64 bis LOPJ), aunque esta última carece de competencias actualmente y no ha sido constituida.

5.3.  El Tribunal Supremo

El Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo en materia de garantías constitucionales (art. 123 CE) y tiene jurisdicción en todo el territorio nacional (art. 53 LOPJ). En el orden penal cuenta con dos órganos, la Sala Segunda o de lo Penal (arts. 55 y 57 LOPJ) y la Sala especial del art. 61 LOPJ, que es un órgano con competencias jurisdiccionales de diversa naturaleza.

5.4.  Personas e instituciones que cooperan con los Tribunales penales

I. El ejercicio de la jurisdicción penal, en cualquiera de las fases del proceso, corresponde en exclusiva a los jueces y Magistrados, pero éstos no son las únicas personas que intervienen en la causa. Más adelante nos referiremos al papel que asumen el Ministerio Fiscal, las acusaciones y las defensas. Ahora haremos una breve mención a funcionarios e instituciones que colaboran en el buen fin de los procesos penales.

II. La Policía Judicial. Todos los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (FCSE) tienen como función la de investigar los delitos, detener a los culpables y asegurar las pruebas y los instrumentos del delito, poniéndolos a disposición judicial (art. 11.1.gLey Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de FCSE). Sin embargo, la denominación oficial de «policía judicial» se reserva a las unidades policiales creadas específicamente (art. 30.1 LO 2/1986) con la responsabilidad de «la averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente» (art. 6.º Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial). Tales unidades son orgánicamente dependientes del Ministerio del Interior y funcionalmente, de los Juzgados y del Ministerio Fiscal, de quienes deben recibir las órdenes para el cumplimiento de sus funciones (véanse también arts. 282 a 298 LECrim.).

III. Los Médicos Forenses. Los médicos forenses son funcionarios públicos (16)  cuya función es colaborar con el Juez sobre aspectos de su especialidad relacionados con el caso, practicando autopsias, analizando muestras, diagnosticando patologías o valorando la gravedad de unas lesiones. Sus informes periciales tienen una gran importancia en el proceso penal cuando se investigan delitos contra la vida o lesiones, o, por ejemplo, cuando hay que determinar el estado mental o físico del acusado, porque podría modificar su responsabilidad criminal. Los médicos forenses están destinados, bien en un Instituto de Medicina Legal (17) , que estará constituido en cada una de las capitales de provincia donde tenga su sede el Tribunal Superior de Justicia; bien en el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (18) , órgano adscrito al Ministerio de Justicia (arts. 479 a 480 LOPJ).

6.  LA COMPETENCIA OBJETIVA

Una vez que el asunto, por su naturaleza delictiva, está atribuido al orden jurisdiccional penal, el siguiente paso es la determinación del órgano que va a juzgarlo en primera instancia, es decir, el que dictará la primera sentencia, siempre que el proceso llegue a la fase de vista oral. Las normas que se encargan de esta concreción son las de competencia objetiva, que pueden dividirse en tres categorías, según el criterio seguido para la selección del Tribunal, y que deben aplicarse por el orden que aquí se refiere.

6.1.  Competencia objetiva por razón de la persona

En primer lugar la ley establece que sean determinados Tribunales, distintos de los comunes (y generalmente superiores en la organización jurisdiccional), los que conozcan de aquellos procesos penales que se imputan a determinadas personas. La competencia objetiva se fija en este caso atendiendo al cargo o la función pública que ejerce el sujeto sospechoso. Este criterio se denomina fuero, un privilegio que la Constitución, la LOPJ y otras leyes, como los Estatutos de Autonomía, reconocen a determinadas personas, únicamente por el cargo que ejercen, para ser juzgados por un Tribunal distinto y superior del que les correspondería por aplicación de las normas de competencia objetiva común o material. Como suponen un trato diferenciado que afecta al principio de igualdad ante la ley (art. 14 CE), los aforamientos deben aplicarse restrictivamente, aunque la LOPJ no siempre los limita a los hechos cometidos en el ejercicio de sus funciones (véase art. 57.1.2.º LOPJ), contribuyendo así a una expansión indebida del privilegio competencial. No obstante, cuando se deja de desempeñar el oficio o cargo, se pierde también el aforamiento (STC 22/1997, de 11 de febrero).

Los principales aforamientos (19)  son los siguientes:

a)Juzgados de Instrucción. Conocen las faltas cometidas por miembros de las FCSE (salvo que competan a la jurisdicción militar, art. 8.1.º III LO 2/1986).

b)Audiencias Provinciales. Juzgan las causas por delitos cometidos por miembros de las FCSE (art. 8.1.º II LO 2/1986).

c)Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia. Juzgan las causas por delitos y faltas cometidos por jueces, Magistrados y fiscales en el ejercicio de su cargo en la comunidad autónoma, así como por quienes sean aforados por los Estatutos de Autonomía (art. 73.2 a y b LOPJ).

d)Sala Segunda del Tribunal Supremo. Le corresponde el enjuiciamiento de las causas contra las principales autoridades del Estado (Parlamentarios nacionales, Presidente y miembros del Gobierno, Presidente y Magistrados del Tribunal Constitucional, Presidente y Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Fiscal general, Defensor del Pueblo, Presidentes y Magistrados de los TSJ y de la Audiencia Nacional, etc.) [art. 571.2.º y 3.º LOPJ].

e)Sala especial del art. 61 LOPJ. Este órgano tiene competencia para juzgar las causas contra Presidentes de Sala o contra Magistrados de una Sala, sean todos o la mayoría de ellos.

f) Cuando el delito imputado al aforado corresponda al Tribunal del Jurado, este órgano se constituirá en el Tribunal profesional al que corresponda el aforado (art. 1.3 LOTJ).

6.2.  Competencia objetiva por razón de la materia

Si no existe persona aforada a quien se impute un hecho delictivo, entonces hay que comprobar el tipo de delito que se investiga, porque la ley ha decidido que determinados delitos sean enjuiciados por determinados Tribunales, distintos de los que correspondería enjuiciar tales delitos de no existir esa prescripción legal. Por consiguiente, este criterio atiende a las circunstancias del delito, tales como el bien jurídico lesionado, la edad del autor o la finalidad de aquél:

a)Juzgados de instrucción. Les están atribuidos los procedimientos de habeas corpus y las órdenes de protección a víctimas de violencia de género cuando no puedan ser dictadas por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer (arts. 87.1 d y f y 87 ter.1 c LOPJ).

b)Juzgados de Menores. Les corresponden los juicios por delitos y faltas cometidos por personas que, en el momento de la comisión, son menores de 18 años y mayores de 14 (arts. 96.1 LOPJ, 19 CP y Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores).

c)Audiencia Nacional. La competencia objetiva de los órganos penales de la Audiencia Nacional se basa exclusivamente en el criterio de la materia, de tal manera que las Secciones de la Sala de lo Penal, el Juzgado Central de Instrucción y el Juzgado Central de Menores sólo conocen de los delitos —y de las faltas que les sean conexas— que les están expresamente atribuidos por el art. 65.1.º LOPJ (contra el titular de la Corona, Altos Organismos de la Nación y forma de Gobierno; falsificación de moneda, delitos monetarios y de control de cambio; delitos económicos especialmente graves; tráfico de drogas y fraudes, cometidos por bandas o grupos organizados y con efectos en lugares pertenecientes a diversas Audiencias; delitos cometidos en el extranjero) y por la Disposición Transitoria de la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (delitos de terrorismo). La concreta competencia de la Sala de lo Penal y del Juzgado Central de lo Penal sobre los delitos antes reseñados se determina en función de la gravedad de la pena prevista cada uno de ellos, con las mismas reglas establecidas para los Juzgados de lo Penal y las Audiencias Provinciales (art. 14.3.º y 4.º LECrim.).

La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional también es competente para los procesos penales iniciados en el extranjero, la ejecución de sentencias extranjeras, las cuestiones de competencia penal derivadas de Tratados en los que España sea parte y los procedimientos de extradición y de ejecución de órdenes europeas de detención y entrega (art. 65.2.º y 3.º LOPJ).

d) Tribunal del Jurado. Este órgano jurisdiccional, formado por nueve jueces legos y presidido por un Magistrado de carrera, juzga, en el ámbito de la Audiencia Provincial, las causas incoadas por los delitos previstos por el art. 1.º de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (homicidios, asesinatos, amenazas, allanamiento de morada, incendios forestales, tráfico de influencias, malversación de caudales públicos, etc.) (20) . Quedan excluidos los delitos que sean competencia de la Audiencia Nacional (art. 1.º.3 LO 5/1995) y los aforamientos atribuidos por la Constitución a la Sala Segunda del Tribunal Supremo (de los Diputados y Senadores, art. 71.3 CE; del Presidente del Gobierno y sus ministros, art. 102.1 CE).

6.3.  Competencia objetiva por razón de la cuantía

Si no existe norma de competencia objetiva por razón de la persona o por razón de la materia que atribuya el conocimiento del proceso a un tipo de Tribunal determinado, la competencia para conocer en primera instancia se fija atendiendo a la gravedad de la infracción delictiva (21) , que viene indicada por la pena prevista para cada caso (ésa es la cuantía). En consecuencia, cabe ordenar las causas penales de la siguiente manera:

a)Juicios por faltas. La competencia objetiva común por faltas —infracciones penales menores previstas en el Libro III del CP— se reparte entre los Juzgados de Paz (arts. 100.2 LOPJ y 14.1.º LECrim.); los Juzgados de Instrucción (22)  (arts. 87.1 c LOPJ y 14.1.º LECrim.); y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer (art. 87 ter.1 d LOPJ y 14.1.º LECrim.).

b)Juicios por delitos. La competencia objetiva común por delitos —Libro II CP— se distribuye entre los Juzgados de Instrucción, únicamente para dictar sentencias de conformidad, en los procedimientos para el enjuiciamiento rápido y cuando se hallen en funciones de guardia (arts. 87.1 b LOPJ y 801 LECrim.); los Juzgados de lo Penal, que conocen las causas por delitos —y de las faltas conexas a éstos— castigados con pena no superior a cinco años de prisión o con pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o con penas de otra naturaleza con una duración no superior a diez años (art. 89 bis.2 LOPJ y 14.3.º LECrim.); los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en los mismos casos que los consignados para los juzgados de instrucción (art. 87 ter.1 e LOPJ) y siempre que estén en el ámbito de sus competencias; y las Audiencias Provinciales, que conocen las causas por delitos castigados con penas superiores a las anteriores (arts. 82.1 a LOPJ y 14. 4.º LECrim.)

7.  LA COMPETENCIA FUNCIONAL

I. La competencia objetiva determina el órgano que va juzgar en primera o única instancia la causa criminal, pero a lo largo de un proceso hay que resolver cuestiones distintas a la de fondo —es decir, la absolución o la condena del acusado— e intervienen órganos diferentes a los que tienen que dictar la primera o única sentencia. Las normas que regulan la atribución de estas tareas también jurisdiccionales son las de competencia funcional, cuya concreción se produce automáticamente después de la determinación del órgano con competencia objetiva. Por ejemplo, si el delito va a ser juzgado por la Audiencia Provincial de Madrid (competencia objetiva) en única instancia, sabemos que la instrucción del sumario o de las diligencias previas corresponderá a un juzgado de instrucción (competencia funcional) de esta comunidad autónoma, el cual, a su vez, vendrá determinado por el lugar donde se cometió el hecho delictivo (competencia territorial); y también sabemos que el recurso contra la sentencia que dicte la Audiencia provincial de Madrid en este caso es el de casación ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo (competencia funcional).

II. En el proceso penal, las normas de competencia funcional pueden agruparse en los siguientes epígrafes (23) :

a)Para la instrucción de las causas por delito. Como regla general, esta función corresponde a los Juzgados de Instrucción o Centrales de Instrucción (arts. 87.1 a y 88 LOPJ), pero cuando el sospechoso es un aforado, el Tribunal de aforamiento designará de entre sus Magistrados a uno para que asuma la instrucción, que no formará parte de la Sala que enjuicie el caso (arts. 57.2, 61.2 y 73.4 LOPJ). Si el delito es de los que se califican como violencia doméstica o contra la mujer, la competencia corresponde al Juzgado de Violencia sobre la Mujer [arts. 87 ter.1 a) y b) LOPJ y 14.5.º a) y b) LECrim.].

b)Para los recursos. Hay que diferenciar si los recursos son no devolutivos o devolutivos: 1.º Si no son devolutivos, los órganos unipersonales tienen competencia para resolver los recursos de reforma; y los colegiados, los de súplica. 2.º Si son devolutivos, el recurso de casación corresponde a la Sala Segunda del Tribunal Supremo (art. 57.1.1.º LOPJ); el de apelación corresponderá: (i) a la Sala de lo Civil y Penal de los TSJ, contra la sentencias dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales (art. 73.3.c LOPJ) (24)  y por los Tribunales del Jurado (art. 846 bis.a LECrim.); (ii) a la Audiencia Provincial, contra las resoluciones por los Juzgados de Instrucción, de lo Penal, de Violencia Sobre la Mujer, de Vigilancia Penitenciaria y de Menores (art. 82.1 LOPJ); (iii) a la Sala de Apelación de la Audiencia Nacional (25) , contra resoluciones dictadas en primera instancia por su Sala de lo Penal (art. 64 bis.1 LOPJ), y a ésta, contra las resoluciones dictadas por los Juzgados Centrales de Instrucción, de lo Penal, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria (art. 65.5.º y 6.º LOPJ); y (iv) a los Juzgados de Instrucción, contra las resoluciones de los Juzgados de Paz (art. 87.1.e LOPJ); y el de queja corresponderá al Tribunal competente para resolver el recurso apelación o casación (art. 219.II LECrim.)

c)Para las cuestiones de competencia (26) . La competencia funcional recae en el órgano superior común a los órganos enfrentados (arts. 51.1 LOPJ y 20 LECrim.) (27) , con la limitación previa de que un órgano inferior no podrá cuestionar la competencia de un superior, y a éste le bastará con reclamarla del inferior, después de oír a las partes y al Fiscal (art. 52 LOPJ). Por ejemplo, las Salas de lo Civil y Penal conocen las cuestiones de competencia entre órganos de la Comunidad Autónoma que no tengan otro superior inmediato común (28)  [art. 73.3 d) LOPJ]; y las Audiencias Provinciales, las cuestiones entre Juzgados de la provincia [art. 82.5 a) LOPJ].

d)Para la ejecución de sentencias. En este caso hay que distinguir el tipo de procedimiento: 1.º En los juicios de faltas, es competente el «órgano que haya conocido del juicio» (art. 984 LECrim.). 2.º En los juicios por delito, será competente el órgano que dictó la sentencia que sea firme, salvo que ésta haya sido dictada en casación por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, en cuyo caso la ejecutará el Tribunal cuya sentencia fue recurrida (arts. 794, 985 y 986 LECrim.).

8.  LA COMPETENCIA TERRITORIAL

I. Las competencias objetiva y funcional determinan categorías de órganos jurisdiccionales a los que se les atribuye determinadas funciones. Pero, como quiera que hay una pluralidad de órganos en cada una de esas categorías, es preciso un nuevo trámite de determinación, que requiere aplicar las normas de competencia territorial. A diferencia del proceso civil dispositivo, en el proceso penal los fueros territoriales son imperativos, es decir, escapan a la capacidad de selección de las partes. Como norma general, el fuero penal es el lugar donde se comete el delito («forum delicti comissi», art. 14 LECrim.), aunque no siempre esta regla resuelve el problema de la competencia territorial, por lo que la jurisprudencia del Tribunal Supremo aconseja atender de forma casuística a las características de la acción delictiva y establece criterios para cada supuesto [si es un delito de acción o de omisión, si es de resultado o de mera actividad, si es de tracto sucesivo o de tracto único, consumado o intentado (29) ].

II. Aplicando el anterior criterio, el art. 14 LECrim. dispone que será competente para la instrucción el Juez de Instrucción «del partido en que el delito se hubiera cometido» (ap. 2.º). En los delitos que instruya el Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia corresponderá al del lugar del domicilio de la víctima (art. 15 bis). Tratándose del enjuiciamiento de delitos, la regla del «forum delicti comissi» se aplica igualmente a Juzgados de lo Penal y Audiencias Provinciales (y en el ámbito de éstas, al Tribunal del Jurado) (ap. 3.º y 4.º) (30) .

Si no consta el lugar de comisión del delito —y hasta que éste sea identificado—, el art. 15 establece cuatro fueros que se aplican por orden preferente para determinar la competencia territorial: 1.º donde se hayan descubierto pruebas materiales del delito; 2.º donde se haya detenido al sospechoso; 3.º donde resida el sospechoso; y 4.º donde radique el órgano judicial que primero tuviera noticia del delito.

9.  ALTERACIÓN DE LAS COMPETENCIAS OBJETIVA Y TERRITORIAL POR LA CONEXIÓN DE DELITOS

I. Las reglas de competencia vistas hasta ahora se aplican normalmente sin dificultad cuando se enjuicia un único hecho delictivo. Sin embargo, suele suceder que existen varios hechos delictivos con vínculos entre sí de tal naturaleza que aconsejen un proceso único para todos ellos. Tales vínculos constituyen la conexión delictiva, que sólo es relevante a efectos competenciales cuando no permiten juzgar separadamente los hechos delictivos relacionados entre sí, porque la regla que debe observarse es la del art. 300 LECrim.: «Cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un sumario. Los delitos conexos se comprenderán, sin embargo, en un solo proceso».

El art. 17 LECrim. establece los casos de conexión entre delitos que justifican su reunión en el mismo proceso: 1.º los cometidos simultáneamente por dos o más personas que puedan estar sujetas a diversos Tribunales; 2.º los cometidos por dos o más personas en lugares o tiempos distintos si hubiera precedido concierto para perpetrarlos; 3.º los cometidos para perpetrar otros o facilitar su ejecución; 4.º los cometidos para facilitar la impunidad de otros; 5.º los imputados a una misma persona, que guarden analogía o relación entre sí y no hubieran sido sentenciados.

Si la conexión entre delitos permitiera fundar la competencia de diversos juzgados y Tribunales, se aplicarán —y por su orden— las reglas del art. 18 LECrim.: 1.º el del lugar donde se haya cometido el delito castigado con mayor pena; 2.º a igual pena, el que primer comenzara la instrucción de la causa; 3.º si no consta quién empezó a instruir el primero o todos lo hicieron a la vez, el que designe el superior común. Con carácter preferente a todos estos criterios, se considerará competente al juzgado del partido judicial donde tenga su sede la Audiencia provincial, siempre que la conexión sea la del art. 17.2.º LECrim., que todos los delitos conexos se hayan cometido en la provincia y, además, que alguno de estos delitos haya sido perpetrado en el citado partido judicial.

Cuando alguno de los sospechosos sea aforado, el Tribunal de aforamiento extenderá su competencia al resto de posibles responsables de los delitos conexos (art. 272. LECrim.).

10.  TRATAMIENTO PROCESAL DE LA COMPETENCIA PENAL

I. La competencia en el proceso penal no siempre queda consolidada desde su incoación, porque puede verse afectada por la aparición, durante la instrucción, de nuevos hechos delictivos o de nuevos sospechosos —incluso por la formulación de nuevas calificaciones jurídicas antes del juicio oral—, que provoquen cambios competenciales bien durante la instrucción, bien para el enjuiciamiento posterior en la fase de plenario. La variación de la competencia penal, a la vista de los nuevos datos, viene impuesta, además, por su carácter improrrogable (art. 8.º LECrim.), por el derecho de las partes al Juez ordinario predeterminado por la ley (art. 24.2 CE) y para evitar la nulidad de las actuaciones (art. 238.1 LOPJ).

Ya hemos visto qué órganos resuelven las cuestiones de competencia entre Tribunales penales. Por su parte, están legitimados para promover dichas cuestiones tantos los propios órganos jurisdiccionales como el Ministerio Fiscal y las demás partes personadas (art. 19 LECrim.).

II. Comenzando con el tratamiento procesal de oficio, debe señalarse que, durante la fase de instrucción, cualquier disputa que se plantee (sea positiva o negativa) entre jueces instructores sobre su propia competencia, y siempre que no la resuelvan entre ellos, será decidida por el superior común, sin ulterior recurso. También el Ministerio Fiscal o cualquiera de las partes personadas podrá dirigirse al Tribunal superior para plantearle la incompetencia del juzgado instructor (sin necesidad de utilizar los procedimientos de declinatoria o inhibitoria). En este caso, el Tribunal resolverá de plano y sin recurso contra su decisión (arts. 22 y 23 LECrim.).

Durante la fase de plenario, la competencia se revisa también de oficio y a instancia de parte. Si es de oficio, y los órganos enfrentados son del mismo rango, resolverá en última instancia el superior común (art. 25 LECrim.); si son de rango distinto, recuérdese que no cabe promover cuestión de competencia (art. 52 LOPJ), de tal manera que el órgano superior reclamará, si procede, la causa al inferior (arts. 21 y 759.3.ª LECrim.).

III. A instancia de parte, la competencia puede cuestionarse mediante inhibitoria, que se plantea ante el Tribunal que se cree competente; o declinatoria, que se plantea ante el Tribunal que la parte considera incompetente (art. 26 LECrim.). En el caso de la inhibitoria, el Tribunal decidirá primero si acepta o no reclamar el caso. Si no acepta, cabe recurso de casación contra el auto que dicte. Si acepta, dirige una comunicación al Tribunal que tiene la causa y éste a su vez decidirá si acepta el requerimiento inhibitorio (en tal caso, sólo cabe recurso de casación) o si lo rechaza, para seguir sosteniendo su competencia, de lo que dará traslado al Tribunal requirente para que éste, a su vez, decida si desiste del requerimiento de inhibición o lo mantiene. Si desiste, el auto que dicte será recurrible en casación; si lo mantiene, los Tribunales enfrentados remitirán lo actuado al Tribunal superior común para que resuelva, lo que hará mediante auto que será recurrible en casación, salvo que lo hubiera dictado el Tribunal Supremo (arts. 33 a 43 LECrim.).

IV. La declinatoria, en el proceso ordinario, se sustancia como artículo de previo pronunciamiento (arts. 45, 666.1.ª y ss. LECrim.), es decir, antes de que comience el juicio oral. En el procedimiento abreviado, la competencia se discutirá como cuestión previa al inicio del juicio oral, que deberá ser resuelta en el acto y sin recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión en la impugnación de la sentencia que se dicte (art. 786.2 LECrim.).






	 (1) 

	Por ejemplo, la conspiración y asociación para cometer delitos terroristas, según el art. 3 del Convenio de Extradición en Estados de la Unión Europea, hecho en Dublín el 27 de septiembre de 1996 (BOE de 24 de febrero de 1998).


	 Ver Texto 




	 (2) 

	La Sala Segunda del Tribunal Supremo intentó establecer en el «Caso Guatemala» una interpretación restrictiva de la justicia universal mediante la exigencia de que hecho delictivo cometido en el extranjero presentara un «interés nacional» como condición para legitimar la incoación de una causa penal en España (STS 327/2003, de 25 de febrero). El Alto Tribunal sólo autorizó a la Audiencia Nacional a que investigara los asesinatos de unos ciudadanos españoles cometidos en aquel país centroamericano. Sin embargo, el Tribunal Constitucional consideró que esta doctrina era contraria al dictado del art. 23.4 LOPJ y que carecía de fundamento en el Derecho internacional, fuera convencional o consuetudinario, por lo que, en su Sentencia 237/2005, de 26 de septiembre, la anuló. A partir de esta resolución constitucional han sido numerosas las querellas admitidas por la Audiencia Nacional por delitos de genocidio y contra la humanidad cometidos en todos los rincones del planeta, hasta el extremo de convertir la justicia universal no sólo en un ejercicio frustrante de la jurisdicción —por la falta de resultados—, sino también en un problema diplomático y jurídico para el Estado español. La reforma introducida por la Ley Orgánica 1/2009 tiene como finalidad la limitación de este ejercicio expansivo de la jurisdicción española.
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	El Tribunal Constitucional ha analizado en reiteradas ocasiones la potestad de la jurisdicción española para revisar la compatibilidad entre el sistema de garantías previsto por la Constitución, por un lado, y el juicio al que fue sometido el reclamado en el Estado requirente o la pena de prisión que habría de cumplir en caso de ser entregado. Así, la STC 91/2000, de 30 de marzo, del Pleno, consideró que es constitucional conceder la extradición de un delincuente condenado «en ausencia» y a reclusión perpetua, siempre que tenga posibilidad de solicitar la revisión de su condena y la ejecución de la cadena a perpetuidad cuente con un sistema de atenuación.
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	Decisión Marco 2009/299/JAI del Consejo, de 26 de febrero de 2009, por la que se modifican las Decisiones Marco 2002/584/JAI, 2005/214/JAI, 2006/783/JAI, 2008/909/JAI y 2008/947/JAI, destinada a reforzar los derechos procesales de las personas y a propiciar la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones dictadas a raíz de juicios celebrados sin comparecencia del imputado (DOUE de 27 de marzo de 2009). Sobre las medidas para evitar la tramitación de procesos penales paralelos en Estados miembros sobre los mismos hechos, véase la Decisión Marco 2009/948/JAI del Consejo, de 30 de noviembre de 2009, sobre la prevención y resolución de conflictos de ejercicio de jurisdicción en los procesos penales (DOUE de 15 de diciembre de 2009).
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	Sin embargo, el Tribunal Constitucional ha considerado que el auto de la Audiencia Nacional que ordena la entrega puede causar una «vulneración indirecta» del derecho del reclamado a un proceso justo cuando ha sido juzgado en ausencia y no se condiciona su entrega a la posibilidad de revisar su condena. Este es el caso de la STC 199/2009, de 28 de septiembre, que anula el auto de la Audiencia Nacional por el que se acuerda la entrega a Rumanía de un ciudadano inglés, condenado por un Tribunal rumano tras un juicio al que no asistió personalmente el acusado, pero sí un abogado que lo representaba. A pesar de este apoderamiento al Letrado y de que la ausencia del acusado fue voluntaria, el TC afirma que la Audiencia Nacional debió haber condicionado la entrega a que la condena en ausencia que le fue impuesta pudiera ser revisada. El TC reconoce que esta condición no dimana de la Ley 3/2003, ni de la Decisión Marco de 2002, sino del sistema constitucional español de garantías. Precisamente, la Decisión Marco de 26 de febrero de 2009 —no aplicable al caso resuelto por la STC 199/2009— expresamente declara que: «(10) No deberán denegarse el reconocimiento ni la ejecución de las resoluciones dictadas a raíz de juicios celebrados sin la comparecencia del imputado cuando este, conociendo la fecha prevista del juicio, haya sido defendido en él por un letrado al que haya dado el correspondiente mandato, garantizando con ello que la asistencia letrada es real y efectiva».
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	Si la pena de prisión es a perpetuidad, la entrega sí se condicionará expresamente a que la ley del Estado de emisión de la orden contemple un sistema de revisión de la condena o a que sean posibles medidas de clemencia (art. 11 Ley 3/2003).
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	Véase también art. 2.1 Ley 3/2003.
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	El titular del órgano judicial de remisión podrá trasladarse a España para tomar declaración a la persona reclamada o bien ésta podrá ser entregada temporalmente para prestar declaración ante aquél, pero debiendo regresar a España para continuar con el procedimiento de la «euro orden» (art. 16 Ley 3/2003).
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	Sin perjuicio del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.
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	Sobre la inviolabilidad de los parlamentarios, en este caso autonómicos, se pronunció la Sala Especial del Tribunal Supremo (art. 61 LOPJ), con motivo de un proceso de ilegalización al amparo de la Ley Orgánica de Partidos Políticos, en la Sentencia de 22 de septiembre de 2008: «(...) la inviolabilidad se limita a las manifestaciones referentes a votos u opiniones emitidos en el Parlamento y en el ejercicio del cargo. Por lo tanto, no alcanzan a comportamientos que ni son votos parlamentarios ni expresiones vertidas en el Parlamento, sino actos contrarios al art. 6 CE atribuibles a un partido político, diferentes de la actividad parlamentaria de sus representantes en el ejercicio de su representación».
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	La misma inviolabilidad ampara al Defensor del Pueblo (art. 6.2 Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril) y los parlamentarios europeos (arts. 8 y 9 del Protocolo de Privilegios e Inmunidades de la Unión Europea, de 8 de abril de 1965) en el ejercicio de sus funciones.
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	El Tribunal Constitucional ha vinculado la inviolabilidad y la inmunidad parlamentaria, por un lado, con el carácter inviolable de las Cortes (art. 66.3 CE), y, por otro, con el derecho de los ciudadanos «a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos» (art. 23.2 CE). Así lo declara, entre otras, en la Sentencia 124/2001, de 4 de junio de 2001 (FJ 3 y 4). No obstante, el TC acota en esta misma sentencia la extensión de la inmunidad con un criterio objetivo: «La inmunidad parlamentaria no se puede concebir como un privilegio personal, es decir, como un derecho particular de determinados ciudadanos que se vieran así favorecidos respecto del resto (SSTC 90/1985, de 22 de julio, FJ 6; 206/1992, de 27 de noviembre, FJ 3), ni tampoco como expresión de un pretendido ius singulare (STC 22/1997, de 11 de febrero, FJ 5), sino que responde al interés superior de la representación nacional de no verse alterada ni perturbada, ni en su composición ni en su funcionamiento, por eventuales procesos penales que puedan dirigirse frente a sus miembros, por actos producidos tanto antes como durante su mandato, en la medida en que de dichos procesamientos o inculpaciones pueda resultar la imposibilidad de un parlamentario de cumplir efectivamente sus funciones (STC 206/1992, de 27 de noviembre, FJ 3)». En definitiva, la inmunidad parlamentaria se orienta a neutralizar «la amenaza de tipo político consistente en la eventualidad de que la vía penal sea utilizada, injustificada o torticeramente, con la intención de perturbar el funcionamiento de las Cámaras o de alterar la composición que a las mismas ha dado la voluntad popular (STC 90/1985, de 22 de julio, FJ 6; doctrina que reitera la STC 206/1992, de 27 de noviembre, FJ 3).
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	La decisión sobre el suplicatorio condiciona el derecho del ciudadano a la tutela judicial (art. 24.1 CE) y, por tanto, el acuerdo de la Cámara Legislativa debe estar motivado y ajustarse a la finalidad de la inmunidad parlamentaria (STC 90/1985, de 22 de julio).
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	Véanse la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 18 de abril de 1961, y la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de 24 de abril de 1963.
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	Salvo la de Alicante, cuyas secciones especializadas al amparo de la normativa de la Unión Europea sobre marcas, dibujos y modelos comunitarios tienen jurisdicción nacional y funcionan con la denominación «Tribunales de Marca Comunitaria» (art. 82.4 III LOPJ).
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	Véase el Real Decreto 296/1996, de 23 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Médicos Forenses.
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	Véase el Real Decreto 386/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los Institutos de Medicina Legal.
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	Véase el Real Decreto 862/1998, de 8 de mayo, que aprueba el Reglamento del Instituto de Toxicología.
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	Recuérdese que cuando los delitos de los que se acuse al aforado sean competencia del Jurado, este Tribunal se constituirá en el que tuviera la competencia por aforamiento.
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	 (20) 

	Pretendiendo evitar discusiones sobre la competencia objetiva del Jurado, el legislador eligió un método confuso e incorrecto, porque en el apartado 1.º del art. 1 de la LO 5/1995 menciona rúbricas de delitos —como los delitos contra el honor— que luego no aparecen en la relación detallada del apartado 2.º.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	A estos efectos, se tiene en consideración el grado máximo de la pena abstracta prevista por el Código Penal para el delito que se está investigando, no la pena que solicite la acusación.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Toda referencia a los Juzgados de Instrucción comprende también a los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	No se incluyen en este tema, por ser comunes al proceso civil, las normas relativas a los incidentes de recusación de Magistrados (arts. 217 a 228 LOPJ) ni a los actos de conciliación (art. 463 LEC de 1881) previos al ejercicio de determinadas acciones penales (art. 804 LECrim.).


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Este recurso de apelación ante el TSJ aún no está desarrollado.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Esta Sala de Apelación aún no está constituida.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Disputas positivas o negativas entre órganos del mismo orden jurisdiccional.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Ese superior común puede ser la Sala Segunda del Tribunal Supremo. Por ejemplo, si la cuestión enfrenta a un Juzgado de Instrucción de Madrid con uno de Alicante.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Por ejemplo, dos Audiencias Provinciales de la misma Comunidad Autónoma.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Por ejemplo, repárese en las injurias a través de Internet. Para este supuesto, dice el Supremo que hay que distinguir «el lugar en que se consuma el delito (...) de aquel otro en que se reciben sus efectos», concluyendo que el forum delicti es donde se realizan «los actos de inclusión en la red de la información» (auto de 19 de septiembre de 2001).


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Recuérdese que el Tribunal Supremo y los órganos penales de instrucción y enjuiciamiento de la Audiencia Nacional tienen competencia sobre todo el territorio nacional.


	 Ver Texto 
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